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recaída en la causa núm. 220/93, dimanante del pro-
cedimiento abreviado núm. 105/93 del Juzgado de Ins-
trucción núm. 2 de dicha ciudad, así como la dictada
por la Sección Primera de la Audiencia Provincial de
Zaragoza el 15 de mayo de 1995, dictada en el rollo
de apelación núm. 302/94, y confirmatoria de la
anterior.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a treinta y uno de mayo de mil
novecientos noventa y nueve.—Carles Viver Pi-Sun-
yer.—Rafael de Mendizábal Allende.—Julio Diego Gon-
zález Campos.—Tomás S. Vives Antón.—Vicente Conde
Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Firmados
y rubricados.

14233 Sala Primera. Sentencia 98/1999, de 31 de
mayo de 1999. Recurso de amparo
2.412/1995. Contra Sentencia de la Audien-
cia Provincial de Madrid dictada en recurso
de apelación dimanante de juicio de faltas por
lesiones seguido en el Juzgado de Instrucción
núm. 1 de Madrid. Vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva: Resolución judicial
dictada inaudita parte.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.412/1995, inter-
puesto por don Carlos Ferrez Molina, representado por
la Procuradora de los Tribunales doña Paloma de la Torre
Cilleros y defendido por el Letrado don Jesús María Pes-
quero Galeano, contra la Sentencia de la Audiencia Pro-
vincial de Madrid (Sección Primera), de 3 de junio de
1995, recaída en el rollo de apelación núm. 143/1995,
dimanante del juicio de faltas núm. 1.260/1994, tra-
mitado ante el Juzgado de Instrucción núm. 1 de Madrid.
Ha intervenido el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente
el Magistrado don Pablo García Manzano, quien expresa
el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante demanda presentada el día 28 de junio
de 1995 por la Procuradora de los Tribunales doña Palo-
ma de la Torre Cilleros, en nombre y representación de
don Carlos Ferrez Molina, se interpuso recurso de ampa-
ro constitucional contra la Sentencia de la Sección Pri-
mera de la Audiencia Provincial de Madrid, de 3 de junio
de 1995, recaída en el rollo de apelación 143/1995
y que confirmó la dictada en la instancia por el Juzgado
de Instrucción núm. 1 de Madrid.

2. La demanda se basa en los siguientes hechos:

a) Por Sentencia del Juzgado de Instrucción núm.
1 de Madrid, de 5 de abril de 1995, se condenó al
hoy demandante de amparo y a su padre, don Benito
Ferrez Castillo, como autores responsables de sendas

faltas de lesiones a las penas de veinte y quince días
de arresto menor, respectivamente, y al pago de deter-
minadas indemnizaciones.

b) Una vez notificada la Sentencia promovieron,
bajo la misma representación procesal aunque separa-
damente, recurso de apelación ante la Audiencia Pro-
vincial de Madrid. Por providencia de 20 de abril de
1995, el Juzgado de Instrucción núm. 1 de Madrid tuvo
por formalizado el recurso y ordenó elevar las actua-
ciones.

c) El día 3 de junio de 1995, la Sección Primera
de la Audiencia Provincial de Madrid (constituida por
un solo Magistrado, actuando como Tribunal Uniperso-
nal) dictó Sentencia desestimando el recurso de ape-
lación presentado por el padre del hoy demandante de
amparo y confirmando la Sentencia dictada en la ins-
tancia. En la Sentencia de apelación se afirma que existió
un único recurrente, don Benito Ferrez Castillo, y que
su hijo, don Carlos Ferrez Molina se aquietó ante la Sen-
tencia de instancia.

3. En su demanda de amparo alega el actor la vul-
neración de su derecho a una tutela judicial efectiva
sin indefensión (art. 24.1 C.E.) por parte de la Sentencia
de la Audiencia Provincial de Madrid, dictada en ape-
lación, por cuanto en dicho pronunciamiento, y por razo-
nes que le son desconocidas, se partió de la inexistencia
de su recurso de apelación y, por ende, se desatendieron
las razones y los motivos impugnatorios contenidos en
el mismo. Se trata, pues, de una Sentencia dictada inau-
dita parte por causas ajenas a la conducta procesal del
actor y exclusivamente imputables al órgano judicial, lo
que conculca el derecho a la tutela judicial efectiva sin
indefensión que reconoce el art. 24.1 de la Constitución.

4. Por providencia de la Sección Primera de 9 de
octubre de 1995 se acordó, previo a decidir sobre la
admisión, requerir testimonio de las actuaciones judi-
ciales. Tras el examen de las mismas, la Sección dictó
providencia, de 16 de septiembre de 1996, acordando
por unanimidad inadmitir el recurso de amparo por con-
currir la causa de inadmisión prevista en el art. 50.1
a) en relación con el art. 44.1 a), ambos de la LOTC.
En efecto, en las actuaciones únicamente constaba el
recurso de apelación interpuesto por el padre del actor,
por lo que el demandante de amparo no había hecho
uso del mismo y, por ende, no había agotado la vía
judicial.

5. El día 27 de septiembre de 1996, el Ministerio
Fiscal, con apoyo en lo dispuesto en el art. 50.2 LOTC,
interpuso recurso de súplica contra la anterior providen-
cia de inadmisión del recurso de amparo. En efecto, tras
una comparecencia del Letrado de la parte en la que
se aportaba documentación acreditativa de la presen-
tación en plazo del recurso de apelación, y una vez com-
probado que según certificación del Secretario del Juz-
gado de Instrucción núm. 1 de Madrid, de 20 de sep-
tiembre de 1996, dicho escrito no consta unido a las
actuaciones pero sí figura referenciado en el estadillo
de la hoja del registro de entrada de los escritos pro-
cedentes del Juzgado Decano y presentados el día 12
de abril de 1995, interesó que se dictase Auto revocando
la providencia de 16 de septiembre de 1996 y, en su
consecuencia, se admitiese a trámite la demanda. Así
lo acordó la Sección por Auto de 11 de noviembre de
1996. Igualmente, mediante Auto de 27 de enero de
1997 se acordó suspender la ejecución de la Sentencia
impugnada.

6. Mediante providencia de 3 de febrero de 1997,
la Sección Primera acordó, a tenor de lo dispuesto en
el art. 52 LOTC, dar vista de las actuaciones al deman-
dante de amparo y al Ministerio Fiscal para que, dentro
del plazo común de veinte días, presentasen las alega-
ciones que a su derecho conviniese.
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7. El día 7 de marzo de 1997 presentó su alegato
el Ministerio Fiscal. Después de una sucinta exposición
de los hechos y del análisis de las actuaciones judiciales,
se concluye en el sentido de que el recurso de apelación
presentado por el recurrente no fue debidamente unido
al rollo de apelación elevado a la Audiencia Provincial
de Madrid que, por ello mismo, dictó su Sentencia aten-
diendo exclusivamente a las alegaciones formuladas por
el padre del actor que fue considerado como único ape-
lante. Tal proceder judicial, no imputable al actor, le oca-
sionó una indefensión contraria a su derecho a la tutela
(art. 24.1 C.E.), por lo que se interesa que se otorgue
el amparo solicitado.

8. El demandante de amparo no presentó alegacio-
nes, según consta en la diligencia efectuada por el Secre-
tario de la Sala el día 16 de marzo de 1997.

9. Por providencia de 28 de mayo de 1999 se seña-
ló el día 31 del mismo mes y año para la deliberación
y fallo del presente recurso.

II. Fundamentos jurídicos

1. La presente demanda de amparo se dirige contra
la Sentencia de la Sección Primera de la Audiencia Pro-
vincial de Madrid de 3 de junio de 1995, recaída en
el rollo de apelación núm. 143/1995, dimanante del
juicio de faltas núm. 1.260/1994, sustanciado por el
Juzgado de Instrucción núm. 1 de los de Madrid. Aduce
el demandante que la mencionada Sentencia ha vulne-
rado su derecho a una tutela judicial efectiva sin inde-
fensión ex art. 24.1 C.E., puesto que dicha Sentencia
no tuvo en cuenta lo alegado en su recurso de apelación
que expresamente consideró inexistente, limitando su
enjuiciamiento al recurso de apelación promovido por
el otro condenado, padre del ahora demandante.

El Ministerio Fiscal estima procedente el otorgamien-
to del amparo solicitado, pues, en su criterio, el Juzgado
de Instrucción, por error o extravío, no unió el es-
crito de formalización del recurso al correspondiente
rollo, de suerte que el Tribunal de apelación nunca tuvo
conocimiento del mismo.

2. El examen de las actuaciones obrantes ante este
Tribunal pone de relieve los siguientes aspectos fácticos,
de los que ha de partirse para una adecuada decisión
sobre la queja que nos ocupa:

a) El día 7 de abril de 1995 se notificó al hoy deman-
dante de amparo y a su padre, don Benito Ferrez Castillo,
la Sentencia núm. 95/1995, de 5 de abril, dictada por
el Juzgado de Instrucción núm. 1 de Madrid, cuyo fallo
los condenaba como autores de una falta de lesiones.

b) Frente a dicha Sentencia y bajo la común repre-
sentación de la Procuradora de los Tribunales doña Palo-
ma de la Torre Cilleros, interpusieron separadamente
sendos recursos de apelación el día 12 de abril de 1995,
apareciendo sellado el del ahora demandante de amparo
por el Juzgado Decano de Madrid.

c) Tras sustanciarse los trámites legales oportunos,
el Magistrado-Juez del Juzgado de Instrucción núm. 1
acordó, el día 11 de mayo de 1995, remitir a la Audiencia
Provincial las actuaciones correspondientes al juicio de
faltas núm. 1.260/1994, en virtud de la «apelación inter-
puesta por la Procuradora de los Tribunales doña Paloma
de la Torre Cilleros, en nombre y representación del con-
denado (...) Benito Ferrez Castillo».

d) Consta, asimismo, por certificación de 20 de sep-
tiembre de 1996, expedida por el Secretario del Juzgado
de Instrucción núm. 1 de Madrid, que en las actuaciones
correspondientes al juicio de faltas núm. 1.260/1994,
seguidas ante aquel Juzgado, no figura unido el escrito
de apelación interpuesto por don Carlos Ferrez Molina,
aunque sí está acreditado que tuvo entrada en ese Juz-
gado, según se desprende del estadillo de la hoja de
entrada correspondiente al día 12 de abril de 1995.

3. Los anteriores datos y, en particular, la certifi-
cación del Secretario del Juzgado de Instrucción núm.
1 de Madrid, ponen de manifiesto que el hoy deman-
dante de amparo presentó efectivamente su recurso de
apelación, siendo, desde esta perspectiva, irrelevante la
circunstancia de haberlo hecho en el Juzgado Decano
y no en la sede del Juzgado de Instrucción núm. 1, en
principio órgano judicial competente para recibir el
correspondiente recurso de apelación. En efecto, el actor
no reprocha a la Sentencia de apelación que hubiese
inadmitido indebidamente su recurso, sino que no lo
hubiese tenido en consideración, al aseverar, en su fun-
damento de Derecho segundo que el Sr. Ferrez Molina
se había aquietado ante la Sentencia condenatoria dic-
tada en la instancia.

Sin embargo, es lo cierto que el recurso de apelación
promovido por el demandante tuvo entrada en el Juz-
gado de Instrucción núm. 1 de Madrid, por lo que úni-
camente a este órgano judicial es imputable el hecho
de no haberlo unido al pertinente rollo de apelación,
impidiendo al Tribunal de segunda instancia conocer de
su existencia y, en consecuencia, pronunciarse sobre el
contenido del mismo. Resulta así que, por extravío o
error del Juzgado de Instrucción, la Sentencia que con-
denó al ahora demandante de amparo por una falta de
lesiones se declaró firme y consentida respecto de éste,
sin ser revisada mediante el recurso de apelación
interpuesto.

4. Admitida la realidad de la indefensión denunciada
por el actor, procede determinar si ésta fue meramente
formal o si, por el contrario, supuso un menoscabo cierto
de su derecho de defensa. A tal fin interesa recordar
el concepto constitucional de indefensión que se infiere
de nuestra propia jurisprudencia.

En efecto, aunque la indefensión «consiste en un
impedimento del derecho a alegar y de demostrar en
el proceso los propios derechos y, en su manifestación
más trascendente, es la situación en la que se impide
a una parte, por el órgano judicial, en el transcurso del
proceso, el ejercicio del derecho de defensa, privándola
de ejercitar su potestad de alegar y, en su caso, justificar
sus derechos e intereses para que le sean reconocidos,
o para replicar dialécticamente las posiciones contrarias
en el ejercicio del indispensable principio de contradic-
ción» (STC 89/1986, fundamento jurídico 2.o), no puede
desconocerse que el «concepto de indefensión con tras-
cendencia constitucional es de carácter material y no
formal, de modo que no podrá alegarse en esta sede
si, aún existiendo una omisión judicial lesiva, en principio,
del derecho a ser oído en un proceso (...) no se ha obser-
vado frente a aquélla (...) la debida conducta diligente»
(STC 8/1991, fundamento jurídico 3.o), por lo que «no
toda vulneración de normas procesales produce inde-
fensión en sentido constitucional, pues ésta sólo tiene
lugar cuando se priva al justiciable de alguno de los
instrumentos que el ordenamiento pone en su alcance
para la defensa de sus derechos» (STC 367/1993, fun-
damento jurídico 2, y en igual sentido STC 13/1999,
entre las más recientes).

5. La aplicación de la anterior doctrina constitucio-
nal al caso enjuiciado conduce derechamente a la con-
cesión del amparo solicitado. La Sentencia impugnada
se dictó sobre el presupuesto de la existencia de un
único recurrente en apelación, y considerando explíci-
tamente que el hoy demandante de amparo se había
aquietado con el fallo condenatorio recaído en la ins-
tancia, pues en el rollo de apelación remitido a la Audien-
cia Provincial de Madrid por el Juzgado de Instrucción
núm. 1 de aquella capital no figuraba ningún otro recurso
y, en particular, el presentado por el demandante de
amparo. Esa circunstancia, causante de la indefensión
padecida por el demandante de amparo, únicamente
es imputable a negligencia en la tramitación sustanciada
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por dicho Juzgado, y en modo alguno a la conducta
procesal del condenado, que efectivamente presentó su
recurso de apelación, según acredita el estadillo de la
hoja de registro de entrada a que nos hemos referido.
Además, resulta significativo que los distintos proveídos
dictados por el Juzgado de Instrucción, como conse-
cuencia de la formalización de los recursos de apelación,
siempre fuesen notificados a la Procuradora doña Palo-
ma de la Torre Cilleros «en nombre de Benito Ferrez
Castillo y Carlos Ferrez Molina», y que fuera al producirse
la remisión del rollo de apelación a la Audiencia Provincial
cuando el Juzgado se refiriese, por primera vez, a la
apelación interpuesta por dicha Procuradora «en nombre
y representación del condenado en la misma Benito
Ferrez Castillo», sin hacer mención al recurso de ape-
lación también formalizado por el hoy demandante de
amparo. Es claro, pues, que por motivos ajenos a la con-
ducta procesal del actor, la Sentencia dictada en ape-
lación fue pronunciada sin tener en cuenta las razones
alegadas por éste en su recurso y, por tanto, con vul-
neración de su derecho de defensa, por lo que hemos
de conceder el amparo solicitado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Carlos Ferrez
Molina y, en consecuencia:

1.o Declarar que se ha vulnerado su derecho a la
tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 C.E.).

2.o Anular la Sentencia dictada por la Audiencia Pro-
vincial de Madrid (Sección Primera) el día 3 de junio
de 1995, recaída en el rollo de apelación 143/1995,
para que se proceda a dictar nueva Sentencia que se
pronuncie sobre el recurso de apelación promovido por
aquél.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a treinta y uno de mayo de mil
novecientos noventa y nueve.—Pedro Cruz Villalón.—Ma-
nuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García Man-
zano.—Pablo Cachón Vil lar.—Fernando Garrido
Falla.—María Emilia Casas Baamonde.—Firmado y rubri-
cado.

14234 Sala Primera. Sentencia 99/1999, de 31 de
mayo. Recurso de amparo 2.527/1995. Con-
tra Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Murcia sobre concurso de méritos para
la provisión de plaza de Jefe del Servicio de
Medicina Interna del Hospital General de Mur-
cia. Vulneración del derecho a acceder en con-
diciones de igualdad a las funciones públicas:
Interpretación discriminatoria de baremos de
méritos lesiva del derecho.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.527/1995, promo-
vido por don José Soriano Palao, representado por la
Procuradora doña Pilar Azorín-Albiñana López, y bajo
la dirección letrada de don Romualdo M. Faura García,
contra la Sentencia de 31 de diciembre de 1994 de
la Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Segun-
da, del Tribunal Superior de Justicia de Murcia, dictada
en el recurso contencioso-administrativo núm.
01/0000840/1990, contra la Resolución de 3 de agos-
to de 1990 de la Dirección General de la Función Pública,
Consejería de Administración Pública e Interior de la
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. Han com-
parecido don Leandro González-Sicilia Llamas, represen-
tado por el Procurador don Jorge Deleito García y por
el Letrado don Emilio Díez Revenga Torres, la Región
de Murcia y el Ministerio Fiscal, siendo Ponente el Magis-
trado don Fernando Garrido Falla, quien expresa el pare-
cer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito presentado ante este Tribunal el 6
de julio de 1995, la Procuradora de los Tribunales doña
Pilar Azorín-Albiñana López, actuando en representación
de don José Soriano Palao interpuso recurso de amparo
contra la Sentencia de 31 de diciembre de 1994 de
la Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Segun-
da, del Tribunal Superior de Justicia de Murcia, que resol-
vía el recurso contencioso-administrativo interpuesto
contra la Resolución de 3 de agosto de 1990 de la
Dirección General de la Función Pública, Consejería de
Administración Pública e Interior de la Región de Murcia,
que desestimó el recurso de reposición contra la Orden
de 25 de mayo de 1990, de la Consejería de Admi-
nistración Pública e Interior.

2. Los hechos relevantes para el examen de la pre-
tensión de amparo son los siguientes:

a) Por Orden de 14 de diciembre de 1989, de la
Consejería de Administración Pública e Interior de la
Comunidad Autónoma de Murcia, se convocó concurso
de méritos para la provisión de distintas plazas, entre
ellas la de Jefe de Servicio de Medicina Interna del Hos-
pital General de Murcia.

De la Orden de convocatoria cabe destacar, por lo
que aquí importa:

El apartado 1. C) de la base 1.a disponía que dicha
plaza, podría ser solicitada, «... además de por los fun-
cionarios de carrera de las distintas Administraciones
Públicas... , por el Personal Estatutario de la Seguridad
Social vinculado a ésta con carácter definitivo... ».

En el apartado I del baremo de méritos («posesión
de determinado grado personal —valoración máxima de
este apartado 3 puntos—»), se preveía una puntuación
de 3 puntos «por haber consolidado un grado personal
igual o superior al nivel de complemento de destino del
puesto que se solicita».

b) A la plaza se presentaron cuatro candidatos: don
Leandro González-Sicilia Llamas y don José Andrés
Muñoz Sánchez, funcionarios de la Comunidad Autóno-
ma de Murcia; don Pedro Paricio Núñez, vinculado a
esta misma Comunidad con un contrato fijo de carácter
laboral, y don José Soriano Palao, que tenía la condición
de personal estatutario al servicio del INSALUD.


